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Introducción

La cuestión de los delitos y de las faltas electorales se encuentra a la espera de un profundo debate por parte de juristas, especialistas en la materia, magistrados y funcionarios del fuero, y por todos aquellos que se encuentran inmersos en el mundo del derecho electoral; que en un régimen democrático y republicano como el nuestro, no son pocos. 

Sin embargo, la doctrina ha sido reacia –al menos hasta ahora– para tratar en profundidad esta problemática que enfrenta al derecho electoral con una de sus aristas más filosas
. Pero como siempre sucede en el mundo del derecho, la realidad no espera hasta que los juristas puedan decidirse; entonces, quedan planteadas estas cuestiones de una manera ineludible. La primer línea de batalla en este caso –como en la mayoría de los casos–, no es otra que la justicia electoral, con toda su riqueza jurídica y multidisciplinaria. 

Hoy nos convoca un precedente jurisprudencial sobre doble emisión del sufragio, por un mismo elector, en los mismos comicios; fallo que por su impronta señera nos seduce a analizarlo y comentarlo, en aras de avanzar en esta senda hacia el tratamiento adecuado de esta problemática sub examine. Justo es destacar que, una vez más, la Justicia Electoral de la provincia de Catamarca es la que nos ha nutrido con estas cuestiones que se traducen en serios desafíos institucionales, como ya lo hiciera en otras oportunidades. 

Hemos de avocarnos, entonces, al análisis de la temática en cuestión, pero no intentaremos clarificar lo que ya goza de luminosidad propia; solamente se indagará sobre aquellas cuestiones que –luego de una detenida lectura–, nos han dejado algunas inquietudes para compartir. 

I. Consideraciones Previas

El numen del fallo en estudio, se centra en la hipótesis de un ciudadano que ha sufragado más de una vez en una misma elección, sin hallarse habilitado para ello, esto es emitir su sufragio en dos oportunidades consecutivos en el marco de un mismo proceso electoral. Encontramos que esta conducta está tipificada penalmente como un hecho delictual en el inciso "d" del artículo 139 del Código Electoral Nacional
; el que en el caso de autos resulta de aplicación en virtud de lo dispuesto en los artículos 138 y 139 de la Ley Electoral de la provincia de Catamarca
. 

Sin embargo, el caso se encuentra rodeado de ciertas particularidades que lo hacen especialmente interesante, algunas de las cuales sirvieron de fundamento de la estrategia defensiva, por considerar que no se encontraban reunidos elementos ni pruebas suficientes para arribar a la imputación delictiva que se pretendía a través de este proceso. Para ello, se puso de resalto la ausencia del elemento fundamental que permitiría –a su criterio– acreditar la comisión del ilícito sub judice, dado que en la investigación preliminar, no se había podido concretar el secuestro del documento de identidad utilizado para la comisión del supuesto hecho delictivo.

Por su parte, el Tribunal fundó su decisión final en la aptitud de las probanzas colectadas durante la instrucción de la causa, considerándolas suficientes para arribar al estado de certeza exigida a los fines de su pronunciamiento final. Al menos así evaluó el Sr. Juez Electoral las declaraciones testimoniales y a las pruebas instrumentales producidas en la causa, a la luz de la libre convicción y de la sana crítica racional.

De lo expuesto, surge que el debate quedó centrado en la posibilidad o no de acreditar, en debida forma, la existencia de los hechos denunciados y sus consecuencias jurídicas y penales a partir de las actuaciones obrantes en la causa, con la especial consideración de la circunstancia de que el documento de identidad del denunciado no conformó parte de dicho plexo probatorio. 

II.  Delitos Electorales: Concepto. Bien jurídico protegido
Parte de la doctrina ha ensayado algunos conceptos que pretenden delimitar la materia que nos convoca. Así Saavedra
 ha definido a los delitos electorales en un sentido amplio afirmando que “...consisten en acciones u omisiones que violan, atentan contra, o afectan el sistema electoral, entendido éste como el conjunto de derechos, deberes, valores, procedimientos y mecanismos, mediante el cual los electores expresan su voluntad política a través de su voto en un estado democrático de derecho, ya sea que dicha voluntad se traduzca en la elección de candidatos o en la manifestación de opiniones, como en el caso de los referéndum y consultas populares...”. En tanto que Pedicone de Valls
 se apega a una noción formal, y nos señala que se define como delitos electorales a “...las conductas descriptas y sancionadas por cada legislación en la materia, calificadas como tales porque lesionan o ponen en peligro la función electoral federal y las instituciones democráticas y republicanas de representación política...”. Patiño Camarena
 nos acerca una definición teniendo en cuenta la estructura y contenido de la legislación vigente, y afirma que “...los delitos electorales federales son las conductas que describe y sanciona el Código Penal Federal, que lesionan o ponen en peligro la función electoral federal y las instituciones democráticas y republicanas de representación política...”.

Por nuestra parte y procurando alcanzar un concepto integral, entendemos por delitos electorales a todos aquellos hechos positivos o negativos que se traducen en el quebrantamiento de un deber cívico en una sociedad jurídica y políticamente organizada, tipificados como tales por la ley y susceptibles de ser apreciados por la justicia humana; que interfieren en la conservación del orden institucional, político y democrático de modo tal que su defensa requiere de la aplicación de sanciones penales. 

Parafraseando el concepto formulado por destacada doctrina
, y de una manera más breve y simple, podemos definirlos también como el quebrantamiento de un deber cívico con la sociedad política y los ciudadanos o electores, requerible de suyo y útil a la conservación del orden político; de un deber cívico cuyo cumplimiento no pueda afianzarse sino por la sanción penal legalmente contemplada, y cuya infracción pueda ser apreciada por la justicia humana.

Adentrándonos en las particularidades que caracterizan a esta categoría de delitos, y partiendo de la clásica definición de Carrara para indicar lo que debe entenderse por delito
, diremos que en las transgresiones electorales lo que acaece también es una infracción de la ley del Estado –al igual que en los delitos comunes–, pero en este caso la norma se encuentra promulgada para proteger la manifestación de la voluntad popular en su forma más libre, auténtica y soberana. Es justamente ésta la razón de ser de la existencia de los delitos electorales. 

Y los fundamentos de dicha protección los encontramos claramente expresados en palabras de Maritaine
, cuando afirma que “...Un estado de civilización en el cual los hombres, en tanto persona individuales, designan por libre elección a los encargados de la autoridad, es de por sí un estado más perfecto. Pues si es verdad que la autoridad política tiene por función esencial la de dirigir hombres libres hacia el bien común, es normal que esos hombres libres escojan por sí mismos quiénes tendrán la función de dirigirlos: es ésta la forma más elemental de la participación activa en la vida política...”.

Así también lo ha entendido la Corte Suprema de Justicia de la Nación
, sosteniendo que “...es de sustancial importancia mantener la pureza del sufragio, que sirve de base á la forma representativa de gobierno sancionada por la Constitución Nacional, y reprimir todo lo que de cualquier manera, pueda contribuir á alterarla, dando al pueblo representantes que no son los que él ha tenido la voluntad de elegir...”; puesto que “...es un principio de derecho político y electoral básico, que debe garantizar la justicia electoral, el asegurar la expresión genuina de la voluntad del pueblo a través del cuerpo electoral. Ese postulado reconoce su raíz en la soberanía del pueblo y en la forma republicana de gobierno que la justicia debe afirmar...”.

En definitiva, el bien jurídico protegido por la normativa penal electoral que se encuentra en juego aquí, no es ni más ni menos que la vigencia de la representación política para la elección de quienes, con sus decisiones, habrán de obligar al pueblo durante el ejercicio del mandato que éste les otorgó. Es por ello que el sistema de gobierno “...exige insistir en la aplicada defensa de su genuino ejercicio y en el control de su diáfano desenvolvimiento. En otras palabras, observar y custodiar la transparencia en la génesis de ese reconocimiento de poderes vinculantes...”
; puesto que “...sólo podrá considerarse que existe un poder pleno, fruto de la representación popular, cuando el sistema establecido para el control de su constitución no se encuentre viciado en ninguna de sus fases...”
.

III. Delito de Doble Sufragio: Concepto. Configuración. Prueba.

La tipificación de este delito electoral la encontramos desarrollada con similar contenido en diferentes normativas electorales
, esto es tanto nacional como provinciales
; por lo tanto, tomaremos el articulado nacional como hipótesis de análisis, dado su carácter uniformemente válido para el resto de la legislación electoral que recepta este instituto, tal el caso de la normativa catamarqueña.

La noción que nos acerca el Código Electoral Nacional corresponde a la emisión del sufragio sin derecho a hacerlo en dos oportunidades durante el desarrollo de una misma elección
; receptando diferentes hipótesis o modalidades, a saber:

a) Suplantando a otro sufragante; 

b) Sufragando más de una vez en una misma elección; 

c) Por cualquier otra manera, medio o modo a través del cual concretara el comportamiento tipificado como delictual. 

Todo ello se puede traducir –en definitiva– en ardides, argucias o engaños concretados por el sujeto activo, y destinados a lograr violentar el principio de igualdad que preside la noción de elector –un hombre, un voto– y que garantiza la transparencia de la voluntad popular expresada mediante el sufragio; por lo que, la mera comprobación de su presencia en los hechos analizados, resulta suficiente a los fines de la configuración del tipo penal en cuestión. 

Tomando las palabras de Carnelutti
, diremos que las pruebas son “...los objetos mediante los cuales el juez obtiene las experiencias que le sirven para juzgar...”, y en tanto objetos son siempre el resultado de la observación de la realidad. Su valor consistirá en la idoneidad que posean para establecer la existencia de un hecho a probar, conforme las leyes de la naturaleza, pudiendo resultarle al juez más o menos para la formulación del juicio. La determinación de dicha valía, en tanto parte integrante del proceso judicial, corresponde a lo que se identifica como valoración de la prueba. 

En materia electoral, es posible detectar la concurrencia de una multiplicidad de pruebas a los fines de establecer la existencia o inexistencia de un mismo hecho; dado que la estructura del proceso electoral se encuentra sentada sobre la base de la múltiple registración de los procedimientos desplegados durante su organización y desarrollo, con el fin de garantizar en la forma más plena posible la normalidad, legalidad y legitimidad de su ejecución. 

Vinculando esta característica con las del proceso penal, resulta evidente que la actividad probatoria destinada a la comprobación de la existencia o no de un delito de los tipificados como electorales, habrá de verse favorecida por el concurso de pruebas ordenadas a la comprobación del thema probandi, ya sea por la acumulación de ellas (i.e. cuando todas sirvan para establecer la existencia o inexistencia del hecho a probar), o por su colisión (i.e. cuando las diversas pruebas están en oposición, en tanto unas sirven para establecer la existencia y otras la inexistencia del hecho a probar). 

IV. El caso “Santillán” en la Jurisprudencia Electoral provincial
En la hipótesis del fallo al que estamos avocados, se puede advertir tanto la ausencia de algunos elementos probatorios, como la concurrencia y acumulación de otros en sustento de la existencia del hecho delictivo denunciado con motivo de un proceso electoral provincial. 

La defensa le otorga particular relevancia a la circunstancia de no haberse secuestrado el documento de identidad del acusado, sosteniendo que –según su criterio– ese era el único elemento probatorio que permitiría confirmar la participación del imputado en el hecho delictivo del que se lo culpa; resultando determinante su ausencia a los fines de hacer caer la acusación
. 

Sin embargo, el Juez Electoral no se conformó con ese elemento probatorio, y ahondó en la valoración de todo el resto del plexo probatorio, surgido tanto de la particular naturaleza del proceso electoral como de la existencia de otros que concurrieron, acumulativamente, en sustento de la confirmación del hecho delictivo analizado. De este modo, se motivó el pronunciamiento con la certeza del hecho, partiendo del cúmulo probatorio con entidad positiva que aparece en la secuencia desarrollada y que provocó una sumatoria convictiva que le permitió al Sr. Juez Electoral, Dr. Raúl Cerda, afirmar sin hesitación alguna, haber alcanzado la certeza absoluta sobre la materialidad del mismo y la consiguiente responsabilidad del imputado en lo que a su persona compete y en relación al hecho que se le imputa a través de la investigación penal preparatoria. 

Pero lo interesante es analizar, justamente, la conformación del cuerpo de la prueba en el que el Juzgado sustentó la sentencia. En él encontramos testimonios varios, como así también la consideración de ciertas piezas documentales utilizadas durante el desarrollo de los comicios. 

Las testimoniales corresponden en su gran mayoría, a funcionarios creados por el Código Electoral
 a los fines del acto eleccionario. En este sentido es posible verificar las declaraciones formuladas por las autoridades de la mesa
, como de las circunstancias por las cuales se procedió de ese modo, en los que obra el relato sobre como el agente del hecho punible –identificándose como Fiscal General– solicitó que se lo autorizara a votar, haciendo uso de ese procedimiento excepcional, a lo que las autoridades de mesa accedieron dejando asentada la correspondiente constancia en la documentación electoral obrante en dicha mesa
. 

Una situación similar se produjo en horas de la tarde, pero esta vez ya en otra mesa de votación
. En este caso, el Presidente de Mesa receptó el documento habilitante de manos del propio condenado a los fines de permitirle sufragar, dado que dicho elector se encontraba inscripto en el Registro de  Electores correspondiente a esa mesa. Si bien la autoridad electoral advirtió la falta de un pedazo de la hoja en la que debía asentarle la constancia de la emisión del sufragio, igual le permitió ingresar al cuarto oscuro, procediendo entonces a sufragar, situación que fuera asentada en su documento de identidad y en el padrón de esa mesa
. 

Otro testimonio dejó en claro que, quien desempeñándose como Fiscal General en esa elección, detectó la irregularidad llevada a cabo por el infragante, formulando inmediatamente la denuncia por doble voto que motivaran las actuaciones en estudio. 

No es mucho lo que se puede agregar a lo ya expresado, especialmente en atención a la claridad del contenido de los testimonios brindados por quienes cumplieron las funciones electorales oportunamente asignadas. A mayor abundamiento, cabe recordar que además de revestir sus declaraciones una elocuencia y precisión elogiables, provienen de ciudadanos a los cuales la ley les ha otorgado la categoría de máxima autoridad de la mesa de votación, durante todo el desarrollo de los comicios
, razón por la cual sus expresiones cobran mayor trascendencia a los fines de la obtención de la verdad real de los hechos. 

Las restantes pruebas valoradas por el Tribunal, para arribar al grado de convicción requerido en esa etapa procesal, son los registros de electores correspondientes a las Mesas Nº 168 y 186, en los que obra el asiento efectuado de puño y letra por sus respectivas autoridades. En la primera de ellas, se dejó constancia de que el sometido a proceso fue agregado a la lista de sufragantes con el número de orden 294, consignándose todos sus datos personales. En la segunda, mediante la anotación de la palabra “votó”
. 

En este orden de cosas, cabe destacar que los registros de electores utilizados en las mesas en cuestión constituyen prueba documental que ha sido incorporada al proceso penal, habiendo estado a disposición de las partes para su consideración durante todo su desarrollo. En consecuencia, sin haber sido objeto de impugnación y sin sufrir objeciones en cuanto a la validez de sus contenidos, deviene indubitable el carácter probatorio que a los fines de la presente causa revisten. 

Finalmente, el extravío del documento de identidad por parte del encartado, no habrá de traducirse en un obstáculo insalvable para la determinación de la verdad real de los hechos, sino más bien, en la pérdida de uno de los instrumentos más valiosos a efectos de su adecuada defensa penal, puesto que dicho documento configura su principal garantía a los fines de destruir la capacidad probatoria de los registros de electores obrantes de cada una de las mesas en cuestión. En efecto, de haber contado con el mismo, se habría podido comprobar o no la existencia de la rotura de la hoja del documento. También se hubiera podido realizar el peritaje de la tinta utilizada en las mesas de votación para determinar así su correspondencia o no con la obrante en ese documento, sin contar además con la posibilidad de la correspondiente pericia caligráfica destinada a obtener similar resultado probatorio. 

Reviste particular importancia aquí, la función que el documento de identidad cumple en cuanto único comprobante de la actividad cívico‑electoral, cumplida por el ciudadano en cada instancia comicial. Es, en definitiva, su mejor garantía e instrumento de defensa en casos como el que nos convoca. Y la responsabilidad de su extravío no puede recaer sobre nadie más que en su titular, salvo que en el proceso penal se hubiese demostrado en forma indubitable que la privación del mismo
 se debió a la especial intención del supuesto complot montado para endilgarle la concreción del delito señalado, hipótesis insinuada por la defensa técnica y que nunca pudo demostrar. 

IV. Conclusiones

El desarrollo del análisis hasta aquí efectuado, nos permite arribar a algunas conclusiones de sumo interés, dejándonos planteados –a la vez– ciertas inquietudes sobre los que esperamos poder avanzar en otra oportunidad. 

Surge con claridad, de todo lo expuesto, que los meticulosos procedimientos contemplados por la legislación electoral, especialmente en lo que hace a la organización, administración, desarrollo y contralor del proceso y acto electoral, resultan de particular importancia a la hora de reconstruir los hechos para la determinación de responsabilidades que emergente la ley. No es ésta una noción que todos sus actores asuman con la firmeza que requiere la defensa del bien jurídico protegido en esta clase de procesos, esto es la más clara, transparente y legítima manifestación de la voluntad popular a través del sufragio y del proceso electoral. 

También es posible advertir, la trascendencia que revisten las funciones contempladas y asignadas por la legislación electoral al ciudadano común. Tales roles, configuran la principal herramienta de participación y control de cualquier régimen democrático, a la par que devienen en garantías ineludibles de la transparencia del proceso electoral, más allá de los intereses e interesados que en él participan. 

No lo es menos, y se torna ineludible expresarlo, el rol que le cabe al Poder Judicial en el marco de la efectiva investigación y aplicación de la ley penal electoral y de las faltas electorales, como herramienta imprescindible de soporte y sustento del régimen democrático. Sus pronunciamientos –y no sus silencios– revisten para la sociedad civil y política, un mensaje claro e inequívoco de respeto a la ley y de defensa de la democracia que nunca puede estar ausente en un régimen republicano de derecho. 

Finalmente, han quedado planteadas para otra oportunidad, cuestiones tan delicadas como trascendentes a los fines de la correcta exégesis de la materia penal electoral. 

La primera de todas, en torno a la diferenciación o no que debe trazarse entre faltas y delitos, cuestión no menor en lo relativo a la correcta y adecuada definición de una política de persecución y de seguridad en defensa del numen democrático, esto es la soberanía popular. 

De igual modo, la segunda cuestión a estudiar en profundidad, centra su núcleo dialéctico en la determinación de la competencia legislativa a los fines del dictado de la normativa represiva en materia electoral. En otras palabras, definir si corresponde sólo a la nación en virtud de las disposiciones constitucionales contenidas en el Art. 75 Inc. 12 de nuestro Máximo Plexo Legal; o si, por el contrario –y partiendo del mismo Cuerpo Normativo, pero esta vez desde su Art. 122– estamos ante una de las competencias reservadas por y para las provincias. 

A modo de cierre, sólo insinuaremos muy tangencialmente y como pendiente el estudio de la potencial vinculación o no que pueda existir entre los delitos electorales y los delitos políticos en el marco de un régimen constitucional y legal. 

Somos conscientes de que nuestro aporte no ha sido otro que el de difundir este interesante fallo, explayándonos con un poco más de libertad sobre los principios y circunstancias valoradas por el Tribunal. Esperamos que los interrogantes que nos abordaron durante su análisis, nos sirvan de desafío, de modo tal que iniciemos la necesaria profundización que esta interesante y aún no resuelta temática requiere. 

Queda enunciada la controversia, haciendo expresa la invitación a la mesa del debate. 
José M. Pérez Corti

Córdoba, 10 de Febrero de 2007
San Fernando del Valle de Catamarca, 02  de Septiembre de 2005.–

FUNDAMENTOS
Sentencia  Numero:  Cincuenta y siete.-

VISTOS: Estos autos, Expte. Nº 117/01, Caratulados: “SR. SECRETARIO ELECTORAL S/ INICIA ACTUACIONES C/ SANTILLAN, EDUARDO SILVANO - p.s.a.  DE DELITO ELECTORAL - TIPIFICADO EN EL ART. 139 INC. d) DEL CODIGO ELECTORAL NACIONAL, EN FUNCION DEL ART. 138 DE LA LEY ELECTORAL PROVINCIAL Nº 4628 – RECREO - LA PAZ”,   en la que ha tenido lugar la audiencia de Debate con la presencia del Suscripto, Dr. Raúl Guillermo Cerda, Secretaría de la Dra. Blanca Ahumada de Ramaci, el Sr. Fiscal Correccional de Primera Nominación, Dr. Ruben Carrizo, los señores Defensores Doctores Matías Olmos y Orlando del señor Barrientos, el imputado Sr. Eduardo Silvano Santillán, Argentino, estado civil soltero, de cuarenta y tres años de edad, D.N.I.Nº 14.438.267, docente, con domicilio en Ramón S. Castillo s/n de la Ciudad de Recreo, Departamento La Paz, Provincia de Catamarca, nacido el 08 del mes de Enero de 1962 en la Ciudad de Recreo, Provincia de Catamarca, hijo de Gregorio Santillán (v) y de Nilda del Socorro Molina (v).-

DE LA QUE RESULTA: Que según solicitud de elevación a Juicio, de fecha 02 de Julio del año 2002, Dictamen Nº 029/02, emanada de la Fiscalía de Instrucción de Sexta Circunscripción Judicial de Recreo, Provincia de Catamarca, obrante a fs. 91/94 vta: “Que el día domingo veinticinco del mes de Marzo del año dos mil uno, con motivo de los Comicios Generales Provinciales para elegir Senadores y Diputados Provinciales, como así también  Concejales Municipales, entre ellos  en la Jurisdicción de Recreo, Dpto. La Paz, en horas de la mañana,  el imputado Sr. Eduardo Silvano Santillán, en su carácter de Fiscal del Partido Político  “Unidos por Catamarca”, integrante de la Mesa Electoral Nº 168 de la Escuela Provincial Nº 215, sito en la localidad de Esquiú, Dpto. La Paz, emitió su voto con su D.N.I. Nº 14.438.267, luego de que fuera agregado en forma manuscrita al Padrón de Electores Masculinos, hoja Nº 03.-

En igual fecha y año, entre las horas 16 y 17, el Señor Santillán, Eduardo Silvano, se hizo presente en la Escuela Nº 280, Mesa Nº 186 ubicada en la ciudad de Recreo, Dpto. La Paz, correspondiente al Circuito Nº 030, y a sabiendas que figuraba en el Padrón Electoral de ésta jurisdicción en razón de su domicilio, previo a entregar a las Autoridades de Mesa un D.N.I con igual número al que figuraba en el mencionado Padrón Electoral Masculino, el  Nº 14.438.267, quienes no detectan ninguna anomalía y sin objeción alguna, el imputado Santillán procedió a sufragar por “segunda vez”.-

La conducta desplegada por Eduardo Silvano Santillán, en los comicios Electorales de la Provincia de Catamarca, se encuentra tipificado en el Art. 139 Inc. d) del Código Electoral Nacional y Arts. 138 y 139 de la Ley Electoral Provincial Nº 4628.-

Y CONSIDERANDO: El Tribunal se ha planteado tres cuestiones a resolver: 1) ¿Se encuentra acreditada la materialidad de los hechos y autoría sobre los mismos? 2) Sobre la calificación legal que corresponde aplicar; 3) Sobre la sanción que corresponde  imponer.-

A LA PRIMERA  CUESTION PLANTEADA, 

EL TRIBUNAL, EXPRESA: 

1) A los fines de satisfacer las exigencias del Art. 403 del C.P.P de la Provincia de Catamarca, relativo a la conformación estructural  de la Sentencia, considero el hecho notificado, tal como viene relatado en la Requisitoria Fiscal mencionada, a lo que me remito  por razones de brevedad (fs. 91/94 vta.).-

2) Que al emitir la conclusiones finales el Sr. Agente Fiscal Correccional de Primera Nominación, Dr. Rubén Carrizo, advirtió que el hecho traído a Debate ha quedado debidamente acreditado como así también la conducta y la responsabilidad penal del encartado en el mismo, conformando su convicción en un análisis que hace del plexo probatorio y su estricta convicción  que la conducta desplegada por el imputado era incorrecta e ilegal. Solicita se condene al imputado a cumplir la pena de un año y cuatro meses de prisión en suspenso, y tres años de inhabilitación como sanción accesoria.-

3) A su turno, y en oportunidad de hacer uso de su derecho de defensa, el acusado Eduardo Silvano Santillán se abstuvo de declarar en el Plenario, conducta ésta que ya anteriormente había asumido en Sede Judicial (fs. 72/72 vta.).-

La Defensa Técnica ejercida por el Dr. Matías Olmos y Orlando del Señor Barrientos, hace hincapié en manifestar su desacuerdo  con el Ministerio Público Fiscal, por entender que no reúne los elementos suficientes para endilgarle la concreción del delito, ni las pruebas colectadas, solicitando la absolución del  asistido. Consideran los abogados defensores que se montó una estructura ficticia o un complot para acusar al Sr. Santillán de un delito que no cometió y que lo manifestado por el Sr. Agente Fiscal no tiene sustento jurídico toda vez que ni siquiera, por la investigación preliminar practicada no se pudo secuestrar el o los documentos de identidad que acrediten la comisión de tal ilícito. Considera la defensa que el Sr. Santillán es inocente y que no se puede condenar a su cliente  con el testimonio de una sola persona. Así también los Sres. Abogados Olmos y Barrientos hacen constar que su defendido se desempeñaba como Fiscal General y no como Fiscal de Mesa, en consecuencia no podía ser agregado a la mesa donde le atribuyen haber votado por primera vez. Este hecho nunca existió, pues únicamente el Sr. Santillán votó como correspondía en horas de la tarde, en la localidad de Recreo, como se encuentra acreditado según constancia. Por todo ello, reiteran que debe procederse a la absolución de su asistido.-

4) Es menester, realizar un análisis exhaustivo y pormenorizado de las pruebas colectadas en autos, con la formalidad de desentrañar la verdad real de lo ocurrido.-

Tiene inicio la presente causa por una denuncia efectuada por Sergio Ramón Paredes, Fiscal de la Mesa Nº 186, Circuito 30, de la Localidad de Recreo, Escuela Nº 280, Dpto. La Paz, quien habría recibido información de su colega de la localidad de Esquiú, Dpto. La Paz, que el Sr. Eduardo Silvano Santillán, D.N.I. Nº 14.438.267, emitió su voto en dos oportunidades en el mismo acto eleccionario del día 25 de Marzo del año 2001.-

Se completó la prueba valorada e introducida debidamente al debate, con la planilla prontuarial de antecedentes del imputado a fs. 82 ( no registra antecedentes), informe socio ambiental (fs. 78/70) y con el informe del Registro Nacional de Reincidencia y Estadística Criminal (fs. 83) (no registra antecedentes computables) y respectiva prueba testimonial ( fs. 3, ratificación y ampliación de fs. 27/27 vta; 30; 31/31 vta.; 32; 33; 37/37 vta.; 46/46 vta.; y 47/47 vta.).-

5) Es necesario valorar las probanzas colectadas en la presente causa, con la necesidad de arribar a un estado de certeza exigida en ésta etapa procesal, a la luz de la libre convicción y de la sana crítica racional que impera en la debida aplicación de la Ley.-

Analizando el plexo probatorio “ut supra” referido, adelanto desde ya mi criterio afirmativo respecto de la materialidad de los hechos y consiguiente responsabilidad del acusado por considerar que surge como  claro, inequívoco y palmario, la constatación de la existencia del hecho, que se trasluce en el relato del mismo en la Requisitoria Fiscal, del Acta de Denuncia (fs. 03), Testimoniales (fs. 30, 31/31 vta.; 32, 33, 37/37vta., 45 y vta.;46/46vta. y 47/47vta.) lo que permite discernir acerca de las circunstancias de tiempo, lugar y modo comisivo como así también por las razones de hecho y de derecho que expondré: 

a) Que en primer término daré tratamiento a las pruebas evaluadas y producidas en esta causa que hacen a la responsabilidad penal del Sr. Eduardo Silvano Santillán. Así, aparece en la cronología de los autos, como elemento liminar, el asiento instrumental obrante en el padrón de fs. 04, correspondiente a la mesa Nº 68 de la localidad de Esquiú, Circuito 024, el agregado del imputado, donde constan todos sus datos personales en la lista de sufragantes con el Nº de Orden 294, prueba documental ésta observada y puesta en consideración de las partes durante todo este proceso. Según consta a fs. 45 de autos  se desempeñaba como presidente de  la mesa Nº 168, en la Escuela Nº 215 de la localidad de Esquiú, el Sr. Angel Mariano Toledo, quien manifiesta que las personas agregadas en el padrón definitivo son de su puño y letra, y que por ese motivo recuerda perfectamente haber permitido el voto del Sr. Santillán previo control de su Documento Nacional de Identidad. Esta anotación que da cuenta de un “agregado” con tinta negra en la lista de sufragantes indica que allí, en esa mesa electoral, emite su voto el Sr. Eduardo Silvano Santillán, circunstancia ésta, que según constancias de autos, ha sido confirmada por el testimonio indubitable de las Autoridades de Mesa, y ratificada en el debate por la declaración del Sr. Damián Aníbal Villarroel en su calidad de Presidente Suplente de la mencionada mesa, correspondiente a la Escuela Nº 215 de la localidad de Esquiú. Cabe hacer notar que el Sr. Damián Aníbal Villarroel es Autoridad de Mesa designada por el Tribunal Electoral Provincial y no un “suplente” en el estricto sentido de la palabra que puede hacer creer que únicamente actuaría en ausencia del titular. La denominación de Presidente Suplente es la calificación que se le otorga a las dos Autoridades de Mesa que necesariamente acompañan al presidente. Es por este motivo que los testimonios de los Sres. Ángel Mariano Toledo y el producido en el debate del Sr. Damián Aníbal Villarroel, son elementos fundamentales para acreditar la comisión de este  hecho; el Sr. Villarroel relata en el plenario  que el imputado se presentó en la mesa como Fiscal General, pidió votar, el Presidente controló su documento y agregó en forma manuscrita al Sr. Santillán en el padrón, autorizando de esa manera la emisión del sufragio que posteriormente concretó el encartado. La circunstancia de acreditarse el Sr. Santillán como Fiscal General  de un partido político ante la mesa 168 de la localidad de Esquiú, –requisito éste que no lo habilita según la Ley para poder votar en esa mesa (Art. 33 de la Ley Electoral Provincial), toda vez que los Fiscales de Mesa son los únicos habilitados para ser agregados y poder emitir su voto ante la mesa donde se registran– no invalida la circunstancia del hecho concreto que, según la documentación obrante y testimonios de las Autoridades de la Mesa en cuestión, permitieron la emisión del voto por error o desconocimiento de la norma legal citada. Con el análisis efectuado precedentemente, se acredita en forma terminante la circunstancia que el Sr. Santillán emitió su voto en forma indubitable, en la mesa Nº 168 de la escuela y localidad mencionada.-

Retomando el análisis circunstanciado de los hechos, aparece en la cronología de la causa que posteriormente y en horas de la tarde –según los testimonios obrantes en autos y que no se encuentran en discusión– el Sr. Santillán concurrió a votar en igual día, mes y año haciéndose presente en la escuela Nº 280, mesa Nº 186, ubicada en la Ciudad de Recreo, Dpto. La Paz y  conociendo que figuraba en el padrón electoral de esa jurisdicción, previo a entregar a las autoridades su Documento Nacional de Identidad, procede a sufragar por segunda vez. En este punto es importante refrescar la declaración testimonial de fs. 33. Allí el Sr. Roberto Carlos Torrente dice que el día del hecho, siendo las horas de la tarde, se presentó a sufragar el ciudadano Santillán encontrándose él como Presidente de Mesa. Advierte Torrente que el sufragante estaba apurado para votar y al recibir su D.N.I. nota que en la hoja de la parte de arriba le faltaba un pedazo y que era justo en la parte donde debía ir el sello, que era sospechoso por el estado en que se encontraba, y al no tener o vérsele un sello visible, se le dio la autorización para que emitiera el voto como es de costumbre en cualquier elección. También es importante incorporar la información brindada por los testigos David Humberto Zerdán, Mario Francisco Escribano, Sergio Ramón Paredes y Alberto Daniel Sánchez, quienes manifiestan con claridad los hechos que posteriormente se suceden. El Dr. Escribano en el debate dice que se desempeñaba ese día como Fiscal General supervisando la elección en todo el Dpto. de La Paz y cumpliendo dicha tarea vio a Santillán durante la mañana en la localidad de Esquiú, circunstancia ésta que confirma posteriormente al observar que se encontraba agregado en la mesa Nº 168 como Fiscal General de un partido político. Posteriormente en horas de la tarde, en la localidad de Recreo, observa al Sr.  Santillán por la escuela y controlando el padrón oficial de electores y ante su consulta, le responden que efectivamente que Santillán había votado en la mesa Nº 186. Esta circunstancia y previa verificación con los Fiscales, hacen que se labre un acta procediendo a efectuar la denuncia  por doble voto, que motiva el origen de las presentes actuaciones.-

Considera este Magistrado que en absoluto se ha demostrado u acreditado un probable complot urdido por partidos políticos opositores a la línea política del Sr. Santillán para perjudicarlo a éste,  como así también el no haberse procedido en su momento  a secuestrar el o los documentos de identidad del imputado –posteriormente extraviado, según manifestaciones del mismo Sr. Santillán– de ninguna manera obstaculiza que se haya llegado a la certeza de haberse acreditado fehacientemente la doble emisión del voto producido por el docente acusado. 

En consecuencia, de los testimonios mencionados ut‑supra como así también de la documentación obrante en la causa, emerge un cúmulo probatorio con entidad positiva que aparece en la secuencia desarrollada y que provoca una sumatoria convictiva que no deja lugar a dudas sobre la certeza del hecho, que me permiten concluir en afirmar sin hesitación, haber alcanzado certeza absoluta respecto a la materialidad del mismo y consiguiente responsabilidad del Sr. Eduardo Silvano Santillán en lo que a su persona compete y en relación al hecho de investigación judicial. Es preciso en este estado de cosas, citar la Doctrina Constitucional sentada, en el sentido de que: “el voto tiene las siguientes características en nuestro régimen: a) es individual o personal; solo las personas físicas son electores; b) el voto es único; a cada  elector le corresponde uno solo; no hay voto acumulado, múltiple o reforzado, ni voto familiar; c) el voto es secreto y obligatorio….” (Conf. Bidart Campos – Tratado Elemental de Derecho Constitucional Argentino, página 61, EDIAR, 1995). Así mismo la jurisprudencia señala: “El orden jurídico internacional de los Derechos Humanos consagra el derecho personal e intransferible de elegir y ser elegido, como un derecho esencial de quienes participan de una voluntad política democrática” (C.N.E. – Fallo Nº 2984/01).-

La Exma. Corte Suprema de Justicia de la Nación, ha señalado: “La pureza del sufragio es la base de la forma representativa de gobierno, sancionada por la Constitución Nacional y es de importancia sustancial reprimir todo lo que pueda contribuir a alterarla” (Fallos, t.9, p. 314, “Lagraña, J. y otros”).-

Estos parámetros de la doctrina y la jurisprudencia se han citado, a los fines de conformar adecuadamente y dentro del contexto institucional, la extrema y grave necesidad que el Sistema Representativo requiere, del más fiel cumplimiento de los derechos y deberes cívicos en toda comunidad social, más aún cuando los que ejercen tales actos de la democracia, son personas que se desempeñan como Docentes asumiendo responsabilidades sobre quienes la comunidad les ha otorgado confianza y le ha posibilitado el deber de educar.-

En definitiva y atento a las consideraciones que se expusieran, me pronuncio en ésta cuestión dando por plenamente acreditado la existencia del hecho “votar dos veces en la misma elección”, y la autoría responsable en el mismo, por parte del imputado Sr. Eduardo Silvano Santillán.-

A LA SEGUNDA CUESTION PLANTEADA, EL TRIBUNAL EXPRESA:

No caben dudas, del análisis efectuado de la presente causa, de que estamos en presencia de un delito electoral, previsto en el Art. 139 del Código Electoral Nacional y Art.138 de la Ley Electoral Provincial Nº 4628.-

A LA TERCERA CUESTION PLANTEADA, EL TRIBUNAL DIJO:
En relación a la pena que es justa imponer y teniendo en cuenta lo previsto por los Arts. 139 y 145 del Código Electoral Nacional, la plantilla prontuarial de antecedentes del imputado; informe socio ambiental; la impresión directa recabada por el Tribunal del imputado, en estricta correspondencia con el pedido concretado por el Ministerio Público Fiscal y lo establecido en el Art. 409, Apartado 3º del C.P.P.-

RESUELVO: 

I) Declarar culpable a Eduardo Silvano Santillán, de condiciones personales relacionadas en autos, como autor material y penalmente responsable del delito electoral por el que viene incriminado, (139, Inc. d) del Código Electoral Nacional, Ley 19.945 y sus modificatorias), en la modalidad “votare más de una vez en la misma elección” y en función del Art. 138 Ley Electoral Provincial Nº 4628, a la pena de UN AÑO de prisión en suspenso e inhabilitación y privación de los derechos políticos, por el término de UN AÑO, como sanción accesoria (Art. 145 del Código Electoral Nacional).-






II) Ordenar que Eduardo Silvano Santillán fije residencia y se ponga a disposición del Patronato de Liberados.-

III) Regular los honorarios profesionales de los Dres. Matías Olmos y Orlando del Señor Barrientos, en la suma de PESOS MIL ($1.000) (arts. 6, 7 y concordantes de la ley Nº 3956 y Art. 535 del C.P.P.).-

IV) Con costas (arts.  535, 536, 537 y concordantes del C.P.P.).-

V) Protocolícese, hágase saber, ofíciese a la Jefatura General de Policía, al Registro Nacional de Reincidencias y Estadística Criminal, al Patronato de Liberados y al Juzgado de Ejecución de Sentencias. Firme que sea, Ejecutoriese y remítanse copias certificadas al Colegio de Abogados (Acordada Nº 1280/60).-

Fdo.: Dr. Raúl Guillermo Cerda, Juez Electoral y de Minas; Dr. Ruben Carrizo, Fiscal Correccional de Primera Nominación.
� Publicado en Foro de Córdoba, Año XVII, Nº 112, 2006.


� Debo reconocer y destacar los numerosos aportes efectuados por Cristóbal Laje Ros durante el desarrollo del presente trabajo, los que han sido agradecidamente receptados en el mismo.  


� No obstante ello, es posible consultar con sumo provecho: Ubertone, Fermín Pedro: “El Código Electoral Nacional ¿un texto ordenado con errores de derecho penal?, Legislación Argentina, El Derecho 1999�A � p. 1359; Saavedra, Heriberto: “Delitos y Faltas Electorales”, El Derecho, Nº 192, p. 789; Tullio, Alejandro: “Delitos Electorales”, La Ley, Suplemento Actualidad,  11/05/2004�1, 13/05/2004�1 y 18/05/2004�3; y Patiño Camarena, Javier: “El bien jurídico protegido por los delitos electorales”, Memoria del IIIº Congreso Internacional de Derecho Electoral, Tomo IV�Ética y derecho electoral en el umbral del siglo XXI, Ed. Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Instituto Federal Electoral, Universidad Nacional Autónoma de México, Universidad de Quintana Roo, Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, Instituto de Investigaciones Jurídicas, Serie Doctrina Jurídica, Nº 15, México, 1999, p. 1421/1452. 


� Ley Nº 19.945 (T.O. Dto. N° 2135/83 B.O. 6/9/83. Con las modificaciones de las Leyes N° 23.247, 23.476, 24.012, 24.444, 24.904, 25.610, 25.658, 25.858 y 25.983). Cfr. Puebla, Luis Alfredo  y Saavedra, Heriberto Vicente: “Digesto de Legislación  Electoral de la República Argentina”, Inédito, Reg. de Obra Inédita Expte.  N° 388998, Bs. As., Argentina, 2005.


� Ley Nº 4628 (Sanción: 23/08/1991; B.O. 27/08/1991 – Con las modificaciones de las Leyes N° 4630 B.O. 27/8/1991 y N° 4916 B.O. 29/8/1997). Cfr. Puebla, Luis Alfredo  y Saavedra, Heriberto Vicente: “Digesto de Legislación  Electoral de la República Argentina”, Op. Cit.


� Saavedra, Heriberto: “Delitos y Faltas Electorales”, Op. Cit.


� Pedicone de Valls, María G.: “Derecho Electoral”, Ed. La Rocca, Bs. As., Argentina, 2001, Pg. 182.


� Patiño Camarena, Javier: “El bien jurídico protegido por los delitos electorales”, Op. Cit., T. IV, p. 1431/1432.


� Rossi, citado por González Roura, Octavio en “Derecho Penal”, 2ª Ed., Ed. Valerio Abeledo, Bs. As., Argentina, 1925, Parte General, Tomo I, p. 81.


� “...Il delitto civile si definisce: la infrazione della legge dello Stato promulgata per proteggere la sicurezza dei cittadini, resultante da un atto esterno dell’ uomo, positivo o negativo, moralmente imputabile, e políticamente dañoso...”. Cfr. Carrara, Francesco: “Corso di Dirito Criminales”, 9ª Ed., Ed. Fratelli Cammelli, Firenze, Italia, Parte Generale, 1902, Vol. I, p. 61, § 21.


� Maritaine, Jacques: “Los Derechos del Hombre”, Ed. Dédalo, Bs. As., Argentina, 1961, p. 134.


� C.S.J.N., Fallos: 9:314 in re “Criminal, contra los señores Juan Lagraña, Nicolás Ferré y Genaro Márquez, por infracción a la ley de elecciones nacionales” del 18/08/1870; Fallos: 318:2271 in re “Unión Cívica Radical s/nulidad (H. Junta Electoral Nacional)” del 02/11/1995, voto en disidencia de los Dres. Fayt y Bossert, considerando 11º.


� C.S.J.N., Fallos: 318:2271 in re “Unión Cívica Radical s/nulidad (H. Junta Electoral Nacional)” del 02/11/1995, voto en disidencia de los Dres. Fayt y Bossert, considerando 5º.


� C.S.J.N., Fallos: 318:2271 in re “Unión Cívica Radical s/nulidad (H. Junta Electoral Nacional)” del 02/11/1995, voto en disidencia de los Dres. Fayt y Bossert, considerando 17º.


� Dejamos para otra oportunidad, el interesante debate que implica definir el carácter federal o provincial de los delitos electorales en orden a nuestra forma de estado vigente. En este trabajo sólo enfocaremos la cuestión desde una perspectiva estrictamente formal o positiva, sin efectuar mayores disquisiciones al respecto.


� En el ámbito nacional, a través del Código Electoral Nacional (L. Nº 19.945 y modif.), Art. 139 Inc. “d”. En el ámbito local es posible encontrar distintas categorías: a) Las normas que contienen su propia regulación: Buenos Aires, L.E.P. N° 5109, Art. 133 Inc. “b”; Entre Ríos, L.E.P. N° 2988, Art. 140, Inc. 4°; Formosa, L.E.P. N° 152, Art. 86, Inc. 11; Mendoza, L.E.P. N° 2551, Art. 105;  Misiones, L.E.P. N° 4080, Art. 170 Inc. “d”;  Neuquen, R.E.P. Ley N° 165, Art. 135 Inc. “d”;  San Juan, C.E.P. N° 5636, art. 118 inc. “e”; Santiago del Estero, L.E.P. N° 1793, Art. 120; Tierra del Fuego, L.E.P. N° 201, Art. 119; y Tucumán, R.E.P. Ley N° 1279, Art. 74; b) Las normas que efectúan una remisión a la normativa nacional: Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Ley Nacional N° 24.588, Art. 5 (Hasta tanto la Legislatura de la Ciudad sancione la ley electoral local, se aplica la legislación nacional con el texto vigente al momento de la sanción de la Constitución de la Ciudad, razón por la cual la remisión corresponde al texto del Código Electoral Nacional que no incluye las reformas introducidas con posterioridad al 1° de octubre de 1996, por las leyes n° 24.904, 25.610, 25658 y 25.858); Córdoba, L.E.P. N° 8767, Art. 111; Corrientes, C.E.P. Decreto-Ley 135/2001, Art. 1; Chaco, L.E.P. N° 4169, Art. 129; Chubut, L.E.P. N° 2870, Art. 3; Jujuy, C.E.P. Ley N° 4164, Art. 58; La Pampa, L.E.P. N° 1593, Art. 32; Río Negro, C.E.P.P. Ley N° 2431, Art. 201; San Luis, L.E.P. N° 5509, Art. 34; Santa Cruz, R.E.P. Ley N° 1753, Art. 7; y Santiago del Estero, L.E.P. N° 1793, Art. 144; c) Las normas que no contemplan la cuestión: La Rioja, L.E.P. N° 5139; Salta, R.E.P. Ley N° 6444; Santa Fe, L.E.P. N° 4990, y R.E.P. Ley N° 11627. Cfr. Puebla, Luis Alfredo  y Saavedra, Heriberto Vicente: “Digesto de Legislación  Electoral de la República Argentina”, Op. Cit.


� Hemos de acordar que por elección entendemos aquel proceso comicial cuyo desarrollo tiene lugar desde el dictado del instrumento legal denominado convocatoria y hasta la finalización de la actividad correspondiente a la proclamación de quienes resultaron electos. Dejaremos para otra oportunidad, las disquisiciones que pudieren corresponder en torno a las nociones de elecciones simultáneas y elecciones coincidentes, en las que las jurisprudencia no es pacífica al respecto. 


� Carnelutti, Francesco: “Lecciones sobre el Proceso Penal”, Ed. Bosch y Cía., Bs. As., Argentina, 1950, T. I, p. 290.


� Es pertinente plantear aquí la posibilidad de que la conducta pueda haber quedado en la órbita del delito imposible por inidoneidad del objeto, por que no pudo votar con un documento ya sellado y firmado o sin documento alguno (Es el caso, por ejemplo, de haberlo extraviado con anterioridad al acto comicial), aunque si con otro (Cfr. Código Penal Argentino, Art. 44 in fine “...Si el delito fuera imposible, la pena se disminuirá en la mitad y podrá reducírsela al mínimo legal o eximirse de ella, según el grado de peligrosidad revelada por el delincuente...”). Laje Anaya y Gavier sostienen que “...el sistema del Código ha establecido dos categorías de delitos: los que son posibles de ser cometidos y los que, no obstante ser posibles en su comisión, resultan imposibles de ser cometidos, tal cual el hecho se cometió ... Y resulta imposible cometer un delito que era posible, precisamente porque tendrá gravitación un error que, como convicción equivocada, determinará que el autor se valga o se sirva de medios inidóneos, o que resulte que el objeto de ataque, igualmente es inidóneo;no apto o insusceptible de ser destruido (Confr. Cám. 9ª. Crim. Córdoba, Semanario Jurídico, N° 684, del 21�IV�1988, pág. 6, con nota favorable de Daniel P. Carrera, Delito imposible�Unificación de penas)...” (Cfr. Laje Anaya, Justo y Gavier, Enrique Alberto: “Notas al Código Penal Argentino”, Ed. Lerner, Córdoba, Argentina, Tomo I, Parte General, p. 266). En estos casos, la imposibilidad está referida a la acción que el agente se había propuesto realizar, como así también a las formas y circunstancias que completaban sus designios. Rubianes nos dice que “...Nuestro código declara, no la punibilidad del hecho imposible, sino la del fin propuesto, fundado en la peligrosidad del sujeto, sobre cuya base se realiza la disminución o exención de pena, que queda librada al criterio judicial...” (Cfr. Rubianes, Carlos J.: “El Código Penal y su interpretación jurisprudencial”, Ed. Depalma, Bs. As., Argentina, 1984, Tomo I, p. 274). En tanto que Dayenoff afirma que “...El delito imposible se funda en la idea de una imposibilidd causal propia de la acción u omisión del agente. Cualquiera que sea el carácter de la inidoneidad concurrente, el delito es imposible si con arreglo a las circunstancias del caso concreto la acción u omisión no podía consumar el delito a pesar de que el autor hubiera hecho todo lo que era dable hacer; si esto sucede, se puede afirmar que no hubo tentativa punible, porque el derecho protegido por la pena no corrió peligro efectivo de ser lesionado...” (Cfr. Dayenoff, David Elbio: “Código Penal de la Nación Argentina – Anotado”, Ed. Depalma, Bs. As., Argentina, 2000, p. 44).


� Código Electoral Nacional, Art. 72: “Autoridades de la mesa. (Texto según Ley 25.610) Cada mesa electoral tendrá como única autoridad un funcionario que actuará con el título de presidente. Se designará también un suplente, que auxiliará al presidente y lo reemplazará en los casos que esta ley determina...”; Art. 76 (Texto según Ley 25.610): “Obligaciones de las autoridades de mesa. El presidente de la mesa y el suplente deberán estar presentes en el momento de la apertura y clausura del acto electoral, siendo su misión especial velar por el correcto y normal desarrollo del mismo. Al reemplazarse entre sí, los funcionarios dejarán constancia escrita de la hora en que toman y dejan el cargo.”;  Art. 87: “Inadmisibilidad del voto. Ninguna autoridad, ni aún el juez electoral, podrá ordenar al presidente de mesa que admita el voto de un ciudadano que no figura inscripto en los ejemplares del padrón electoral, excepto en los casos de los artículos 58 y 74.”; y Art. 132: “No concurrencia o abandono de funciones electorales. Se penará con prisión de seis meses a dos años a los funcionarios creados por esta ley y a los electores designados para el desempeño de funciones que sin causa justificada dejen de concurrir al lugar donde deban cumplirlas o hicieren abandono de ellas”. Cfr. Puebla, Luis Alfredo  y Saavedra, Heriberto Vicente: “Digesto de Legislación  Electoral de la República Argentina”, Op. Cit.


� Las Autoridades de la Mesa Nº 168 ubicada en la Escuela Nº 215 de la localidad de Esquiú, eran los Sres. Toledo y Villarroel, quienes reconocen el agregado de puño y letra obrante al final del Registro de Electores correspondiente a dicho puesto de votación.


� Código Electoral Nacional, Art. 96: “Constancia en el padrón y acta. En los casos de los artículos 58 y 74 deberán agregarse el o los nombres y demás datos del padrón de electores y dejarse constancia en el acta respectiva.”;  y Art. 58: “Requisitos para ser fiscal. ... Los fiscales podrán votar en las mesas en que actúen aunque no estén inscriptos en ellas, siempre que lo estén en la sección a que ellos pertenecen. En ese caso se agregará el nombre del votante en la hoja del Registro, haciendo constar dicha circunstancia y la mesa en que está inscripto. En caso de actuar en mesas de electores de distinto sexo, votarán en la más próxima correspondiente a electores de su mismo sexo.”. Cfr. Puebla, Luis Alfredo  y Saavedra, Heriberto Vicente: “Digesto de Legislación  Electoral de la República Argentina”, Op. Cit.


� En este caso se trató de la Mesa Nº 186 ubicada en la Escuela Nº 280 de la localidad de Recreo. 


� Código Electoral Nacional, Art. 95: “Constancia de la emisión del voto. Acto continuo el presidente procederá a anotar en el padrón de electores de la mesa, a la vista de los fiscales y del elector mismo, la palabra "votó" en la columna respectiva del nombre del sufragante. La misma anotación, fechada, sellada y firmada, se hará en su documento cívico, en el lugar expresamente destinado a ese efecto.”. Cfr. Puebla, Luis Alfredo  y Saavedra, Heriberto Vicente: “Digesto de Legislación  Electoral de la República Argentina”, Op. Cit.


� Código Electoral Nacional, Art. 72: “Autoridades de la mesa. (Texto según Ley 25.610) Cada mesa electoral tendrá como única autoridad un funcionario que actuará con el título de presidente. Se designará también un suplente, que auxiliará al presidente y lo reemplazará en los casos que esta ley determina...” (El destacado nos pertenece). Cfr. Puebla, Luis Alfredo  y Saavedra, Heriberto Vicente: “Digesto de Legislación  Electoral de la República Argentina”, Op. Cit.


� Código Electoral Nacional, Art. 95: “Constancia de la emisión del voto. Acto continuo el presidente procederá a anotar en el padrón de electores de la mesa, a la vista de los fiscales y del elector mismo, la palabra ‘votó’ en la columna respectiva del nombre del sugrafante. La misma anotación, fechada, sellada y firmada, se hará en su documento cívico, en el lugar expresamente destinado a ese efecto.”. Cfr. Puebla, Luis Alfredo  y Saavedra, Heriberto Vicente: “Digesto de Legislación  Electoral de la República Argentina”, Op. Cit.


� Consta en autos que la imposibilidad de proceder al secuestro del o de los documentos de identidad del imputado se debió –según el mismo imputado lo manifestara–  a que su titular lo extraviara con posterioridad a las elecciones en cuestión. 
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